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Temas:

DEBIDO PROCESO Y ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / BENEFICIO PRISIÓN DOMICILIARIA/ EL JUZGADO ACCIONADO HA NEGADO LAS SOLICITUDES POR FALTA DE ARRAIGO/ INEXISTENCIA REQUISITO DE SUBSIDIARIEDAD/ NO AGOTÓ LOS RECURSOS ORDINARIOS DE DEFENSA/ FALTA DE PRONUNCIAMIENTO DEL JUZGADO ACCIONADO EN CUANTO A LA PETICIÓN DE REDENCIÓN DE PENA/ TUTELA DERECHO FUNDAMENTAL AL ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA
Así las cosas, y como ya se había dicho anteriormente, lo que se evidencia en el presente asunto es que ninguna de las decisiones adoptadas por el JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD, que a través del presente asunto cuestiona el accionante, fueron controvertidas en su escenario natural, lo que quiere decir que el señor ARLEY CARDONA GARCÍA no agotó las instancias judiciales propias del procedimiento penal, en otras palabras, dejó fenecer la oportunidad que tenía de interponer los recursos a los que por ley tenía derecho, para que fuera el Juez competente quien se pronunciara en segunda instancia sobre la viabilidad de la concederle los subrogados a los que cree tener derecho.    

Teniendo en cuenta lo dicho hasta ahora, encuentra esta Corporación que no se cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela, pues lo que se evidencia es que en la actualidad con esta acción, lo que pretende el señor CARDONA GARCÍA es revivir una etapa procesal que dejó vencer, lo que deja entrever el desinterés del accionante en su propio proceso.

(…) 

En ese orden de ideas, y teniendo en cuenta que hace parte del núcleo esencial del derecho fundamental al acceso a la administración de justicia, la posibilidad de obtener una resolución oportuna frente los asuntos puestos en consideración de las autoridades judiciales, se infiere que en el presente asunto se está ante una vulneración de dicha prerrogativa constitucional en contra del señor CARDONA GARCÍA, situación que no puede ser pasada por alto en esta oportunidad, máxime si se tiene en cuenta que según los postulados del artículo 168 de la Ley 600 de 2000, disposición aplicable al subexamine según los principios de coexistencia y favorabilidad, consagra los términos para tomar ese tipo de determinaciones, así: “Salvo disposición en contrario, el funcionario dispondrá hasta de tres (3) días hábiles para proferir las providencias de sustanciación y hasta de diez (10) días hábiles para las interlocutorias.”.
Acorde con lo anterior, se tutelará el derecho fundamental al acceso a la administración de justicia del señor ARLEY CARDONA GARCÍA, de manera que se ordenará al Despacho accionado que se pronuncie de fondo respecto a la solicitud de redención de penas, para lo cual se le concederá el improrrogable término de 72 horas hábiles.  
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SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA

Pereira, jueves seis (6) de septiembre de dos mil dieciocho (2018) 

Hora: 4:00 p.m. 

Aprobado por Acta No. 761  

	Radicación: 
	660012204000-2018-00168-00

	Accionante: 
	Arley Cardona García 

	Accionado: 
	Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y M. de Seguridad 

	Decisión: 
	    Tutela petición



ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión a la acción de tutela instaurada por el señor ARLEY CARDONA GARCÍA, en contra del JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA, por la presunta vulneración de su derecho fundamental a la dignidad humana. 
ANTECEDENTES:
Narró el accionante que en la actualidad se encuentra recluido en la “Cárcel la 40” de esta ciudad, condenado a la pena de 16 meses y 20 días, después de haber sido capturado el 8 de noviembre de 2017. 

Refiere que en la actualidad ha purgado la mitad de la pena impuesta, lleva descontados 9 meses y 13.5 días, redimidos por el Juez de Ejecución de Penas, sin contar con los meses de abril y mayo, los cuales, entre otras, se ha negado ese Despacho a redimir, ha presentado una buena conducta en el establecimiento penitenciario y no tiene ningún tipo de informe, por lo que considera tener derecho al beneficio de prisión domiciliaria de que trata el artículo 38G del Código Penal. Sin embargo, la respuesta que se le ha dado por parte de la judicatura al instaurar dicha solicitud es que él no cuenta con arraigo social ni familiar; pese a que se han hecho todos los trámites ante el área jurídica de la cárcel, pero lo que ha dicho el Juez es que su lugar de residencia no figura en el área urbana. 
Sin embargo, cuenta el actor que el núcleo familiar por el cual debe responder, se ubica en Pereira en una zona de invasión llamada El Rocío Bajo, Casa 173B, cuya matrícula ante la entidad de “Aguas y Aguas” figura a nombre de la señora “Aide Castaño Casadiego”, quien es su compañera permanente, también ha suministrado ante el Juzgado su número telefónico y “firmas de la sociedad”. 
También expuso el señor ARLEY que, según sus cuentas, al momento debería tener al menos 10 meses y 27 días de redención que aún no se han reconocido, razón por la cual también se ha hecho acreedor al beneficio de la libertad condicional, al haber cumplido las 3/5 partes de la pena.   

PRETENSIONES:

De conformidad con los hechos anteriormente relacionados, el señor ARLEY CARDONA fijó su pretensión en que se le ordene al JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA que se pronuncie frente a su petición de libertad condicional.   
TRÁMITE PROCESAL:
La presente acción de tutela se recibió en este Despacho el 27 de agosto del año que transcurre, y por medio de auto del día siguiente se avocó su conocimiento en contra del JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA; además, se ordenó la vinculación oficiosa de quien funge como apoderado judicial del accionante ante el Despacho accionado.  

Es de aclarar que en el expediente obra constancia secretarial suscrita por el Escribiente Óscar Daniel Vergara Pineda, quien indica que en comunicación telefónica sostenida con el Juzgado accionado, le informaron que el señor Arley Cardona García no cuenta con abogado, ni de confianza, ni tampoco público. 

RESPUESTA DE LOS DESPACHOS ACCIONADOS:
Durante el término de traslado se recibió respuesta por parte del JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD, mediante la cual informó que ese Despacho, por diversas razones, ha negado las solicitudes de prisión domiciliaria por padre cabeza de familia, por cumplimiento de la mitad de la condena, así como la de libertad condicional deprecadas por el señor ARLEY. 
Así, la primera de ellas fue negada porque el condenado suministró una dirección errónea, de modo que cuando la trabajadora social intentó efectuar la visita socio-familiar, se encontró con que la dirección era inexistente, razón por la cual se le pidió al señor ARLEY que brindara información exacta sobre su lugar de domicilio, sin recibir respuesta alguna en ese sentido.
Con posterioridad, el Centro de Reclusión presentó solicitud de prisión domiciliaria por cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 38 G del Código Penal, pero dicha pretensión fue negada mediante auto Nro. 2202 del 18 de julio de 2018, porque no se aportó prueba suficiente de su arraigo social y familiar. 
Por último, el 25 de julio de 2018 el centro de reclusión allegó solicitud de libertad condicional en favor del aquí accionante, pero esta también resultó adversa porque no se adjuntó resolución favorable del consejo de disciplina o del Director de ese establecimiento. Puntualizó también que ninguna de las decisiones anotadas en precedencia fue recurrida por el accionante. Por tal razón, indicó que sus pretensiones no están llamadas a prosperar, pues sus cuestionamientos no han sido debatidos en el escenario natural. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema Jurídico: 

Le corresponde a esta Corporación establecer si por parte del JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD, se han vulnerado las prerrogativas constitucionales del señor ARLEY CARDONA GARCÍA, de manera que deban conjurarse por medio de esta acción tuitiva.
3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación o cuando se reclamen de manera concreta y específica. 
La protección constitucional consiste entonces en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo, lo que denota la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
Sobre la procedencia de la acción constitucional: 

Como quiera que la presente acción de tutela está enfocada en atacar una serie de decisiones judiciales, es necesario que la Corporación, antes de entrar a hacer cualquier tipo de pronunciamiento de fondo, verifique si en este asunto se cumple con las reglas de procedencia que hagan viable tal análisis. En ese orden de ideas, se debe recordar que, según la jurisprudencia constitucional, los requisitos necesarios para acudir a la acción de amparo, son los siguientes:
Requisitos generales para la procedencia de las acciones de tutela en contra de providencias judiciales
: 

“a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones. (…)
 
b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable. De allí que sea un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos. (…) 
 
c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración.  (…)
 
d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora.  (…)
 
e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible.  (…)
 
f. Que no se trate de sentencias de tutela.  (…)”
Así las cosas, se puede apreciar que es requisito indispensable para la procedencia de la acción constitucional, que quien la invoca haya agotado todos los medios ordinarios y extraodinarios de defensa judicial, y que además las actuaciones que a través de la solicitud de amparo reclama hayan sido expuestas al interior del proceso judicial infructuosamente. 
En ese orden, partiendo del hecho de que es la acción de tutela el último mecanismo judicial al que debe acudir un ciudadano para buscar la protección de sus prerrogativas constitucionales, es viable concluir que antes de activar el aparato judicial en sede de tutela, lo que debió hacer el señor ARLEY CARDONA GARCÍA, fue promover los recursos que tenía a su alcance dentro del proceso para controvertir las decisiones que consideró violatorias de sus derechos. Así lo ha referido el Órgano de Cierre en materia Constitucional en innumerables oportunidades:  
“(…) dado  que el  ordenamiento jurídico cuenta con un sistema judicial de protección de los derechos constitucionales, incluyendo por supuesto los que tienen la connotación de fundamentales, la procedencia excepcional de la tutela se justifica en razón a la necesidad de preservar el orden regular de competencias asignadas por la ley a las distintas autoridades jurisdiccionales, buscando con ello no solo impedir su paulatina desarticulación sino también garantizar el principio de seguridad jurídica.

En consecuencia, en materia de amparo judicial de los derechos fundamentales hay una regla general: la acción de tutela es el último mecanismo judicial para la defensa de esos derechos, al que puede acudir el afectado por su violación o amenaza sólo después de ejercer infructuosamente todos los medios de defensa judicial ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos. Así lo consideró la Corte Constitucional, por ejemplo, en la sentencia T-568/94 

(…)
Ha destacado la jurisprudencia que la protección de los derechos constitucionales no es un asunto que haya sido reservado exclusivamente a la acción de tutela. En la medida en que la Constitución del 91 le impone a las autoridades de la República la obligación de proteger a todas las personas en sus derechos y libertades (C.P. art. 2°), se debe entender que los diversos mecanismos judiciales de defensa previstos en la ley han sido estatuidos para garantizar la vigencia de los derechos constitucionales incluidos los de carácter fundamental. De ahí que la propia Carta le haya reconocido a la tutela un carácter subsidiario frente a los demás medios de defensa judicial, los cuales se constituyen entonces en los instrumentos preferentes a los que deben acudir las personas para lograr la protección de sus derechos.”

En igual sentido, la Corporación dijo en sentencia T-103 de 2014, con ponencia del H. Magistrado Jorge Iván Palacio Palacio, que: 

“El carácter subsidiario de la acción de tutela contra providencias judiciales ha sido señalado por la Corte desde sus primeros pronunciamientos en la materia. Así, en la sentencia C-543 de 1992, se sostuvo que “tan sólo resulta procedente instaurar la acción en subsidio o a falta de instrumento constitucional o legal diferente, susceptible de ser alegado ante los jueces, esto es, cuando el afectado no disponga de otro medio judicial para su defensa, a no ser que busque evitar un perjuicio irremediable (…) Luego no es propio de la acción de tutela el sentido de medio o procedimiento llamado a reemplazar los procesos ordinarios o especiales, ni el de ordenamiento sustitutivo en cuanto a la fijación de los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni el de instancia adicional a las existentes, ya que el propósito específico de su consagración, expresamente definido en el artículo 86 de la Carta, no es otro que el de brindar a la persona protección efectiva, actual y supletoria en orden a la garantía de sus derechos constitucionales fundamentales (…) tratándose de instrumentos dirigidos a la preservación de los derechos, el medio judicial por excelencia es el proceso…” 
(…)

En igual sentido, la Sala Plena en la sentencia SU-026 de 2012, señaló lo siguiente: “Es necesario resaltar que la acción de tutela no es, en principio, el instrumento judicial adecuado para solicitar la protección de los derechos que eventualmente sean lesionados en el trámite de un proceso judicial, pues el ordenamiento jurídico ha diseñado para este efecto la estructura de órganos de la rama judicial, estableciendo un modelo jerárquico cuyo movimiento se activa a partir de la utilización de una serie de mecanismos judiciales que buscan garantizar la corrección de las providencias judiciales”. Por otra parte, en la sentencia SU-424 de 2012 se destacó: “(…) a la acción de tutela no puede admitírsele, bajo ningún motivo, como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos por la ley para la defensa de los derechos, pues con ella no se busca reemplazar los procesos ordinarios o especiales y, menos aún, desconocer los mecanismos dispuestos en estos procesos para controvertir las decisiones que se adopten [47]”.”
 (negrillas y subrayas por fuera del texto original)
Todo lo anterior, encuentra su justificación en la necesidad de respetar la autonomía judicial y la cosa juzgada, pues no establecer límites al ejercicio de la tutela contra decisiones judiciales generaría desconfianza por parte de la ciudadanía hacia la administración de justicia, lo que atentaría de manera directa contra la seguridad jurídica. 

“(…) la acción de tutela instaurada contra providencias judiciales, cuando no se han agotado los mecanismos ordinarios de protección, atenta contra la seguridad jurídica del ordenamiento. No hace parte de los fines naturales de la acción de tutela el causar incertidumbre jurídica entre los asociados. Por esto, la Corte ha reiterado que la acción de tutela contra providencias judiciales no pretende sustituir al juez natural, ni discutir aspectos legales que ya han sido definidos, o están pendientes de definir. Sin embargo, cuando se desconoce el principio de subsidiariedad, y se intenta usar la acción de tutela como otra instancia u otro recurso de litigio, sin que existan razones evidentes para advertir violaciones a derechos fundamentales, se atenta contra la cosa juzgada y contra la seguridad jurídica.”
 (Negrillas y subrayas por fuera del texto original.)
Así las cosas, y como ya se había dicho anteriormente, lo que se evidencia en el presente asunto es que ninguna de las decisiones adoptadas por el JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD, que a través del presente asunto cuestiona el accionante, fueron controvertidas en su escenario natural, lo que quiere decir que el señor ARLEY CARDONA GARCÍA no agotó las instancias judiciales propias del procedimiento penal, en otras palabras, dejó fenecer la oportunidad que tenía de interponer los recursos a los que por ley tenía derecho, para que fuera el Juez competente quien se pronunciara en segunda instancia sobre la viabilidad de la concederle los subrogados a los que cree tener derecho.    

Teniendo en cuenta lo dicho hasta ahora, encuentra esta Corporación que no se cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela, pues lo que se evidencia es que en la actualidad con esta acción, lo que pretende el señor CARDONA GARCÍA es revivir una etapa procesal que dejó vencer, lo que deja entrever el desinterés del accionante en su propio proceso.

Sin embargo, sí se encontró en el encuadernado una circunstancia que llama la atención de esta Colegiatura, y es que según lo dicho por el libelista, el Despacho accionado no se ha pronunciado respecto de sus últimas solicitudes de redención de pena, aspecto que es necesario para que pueda acceder de forma efectiva a los beneficios administrativos a los que eventualmente podría tener derecho, como consecuencia del tiempo que se le ha dejado de computar como pena purgada. Al respecto, se observa a folio 31 del cuaderno de tutela una solicitud de redención remitida al Despacho el 15 de junio de 2018 por parte del Director de Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, reiterada mediante oficio del 2 de agosto de 2018 por el señor ARLEY CARDONA GARCÍA (folio 30 vto), sin embargo, aunque el Juzgado profirió el auto de sustanciación Nro. 2545 del 21 de agosto de 2018, con el cual supuestamente se pronunciaría respecto de la solicitud de “redención de penas y libertad condicional”, nada se dijo en ese proveído respecto de la primer solicitud. 
En ese orden de ideas, y teniendo en cuenta que hace parte del núcleo esencial del derecho fundamental al acceso a la administración de justicia, la posibilidad de obtener una resolución oportuna frente los asuntos puestos en consideración de las autoridades judiciales, se infiere que en el presente asunto se está ante una vulneración de dicha prerrogativa constitucional en contra del señor CARDONA GARCÍA, situación que no puede ser pasada por alto en esta oportunidad, máxime si se tiene en cuenta que según los postulados del artículo 168 de la Ley 600 de 2000, disposición aplicable al subexamine según los principios de coexistencia y favorabilidad, consagra los términos para tomar ese tipo de determinaciones, así: “Salvo disposición en contrario, el funcionario dispondrá hasta de tres (3) días hábiles para proferir las providencias de sustanciación y hasta de diez (10) días hábiles para las interlocutorias.”.
Acorde con lo anterior, se tutelará el derecho fundamental al acceso a la administración de justicia del señor ARLEY CARDONA GARCÍA, de manera que se ordenará al Despacho accionado que se pronuncie de fondo respecto a la solicitud de redención de penas, para lo cual se le concederá el improrrogable término de 72 horas hábiles.  

Por último, atendiendo la constancia secretarial suscrita por el Escribiente de esta Sala, en la que informa que el señor ARLEY CARDONA GARCÍA no cuenta en la actualidad con la asesoría de ningún profesional del derecho que lo acompañe en la interposición de las diversas solicitudes y trámites promovidas ante el JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD, considera la Sala que se debe exhortar a ese Despacho, con el fin de que disponga lo pertinente a efectos de garantizar que al accionante se le brinde el acompañamiento de un abogado, bien sea de confianza o de la defensoría del pueblo, no sólo para que lo asesore frente a la manera en que deben ser presentadas las solicitudes y el contenido de las mismas, sino también acerca de la interposición de los recursos de ley, cuando así se precise.  
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental al acceso a la administración de justicia del señor ARLEY CARDONA GARCÍA, de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de la presente decisión. 

SEGUNDO: ORDENAR al JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE ESTA CIUDAD que en el término de 72 horas hábiles contadas a partir de la notificación de la presente decisión, proceda a pronunciarse de fondo respecto a la solicitud de redención de pena deprecada por el libelista. 

TERCERO: EXHORTAR al JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE ESTA CIUDAD, para que disponga lo pertinente a efectos de garantizar que al accionante se le brinde el acompañamiento de un profesional del derecho, bien sea de confianza o de la defensoría del pueblo, que lo acompañe en la interposición de las diversas solicitudes y trámites promovidas ante ese Despacho. 
CUARTO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

� Corte Constitucional, Sentencia T-060 de 2016 (reiteración jurisprudencial)


� Corte Constitucional, sentencia T-1054 de 2010, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


� Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2014, M.P. Dr. Jorge Iván Palacio Palacio. 


� Corte Constitucional, sentencia T-211 de 2009, M.P. Dr. Luís Ernesto Vargas Silva. 
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